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14. Conformación de asambleas ciudadanas, comités de gestores para la conformación de las asambleas ciudadanas y sistemas de participación.
15. Implementación de fondos concursables para propuestas y proyectos de participación ciudadana.  

16. Conformación de veedurías ciudadanas

17. Metodología y herramientas para la  conformación de observatorios ciudadanos

18. Ejecución de veeduría internacional para la reforma al Sistema Judicial del Ecuador

19. Guía para la rendición de cuentas y para el cumplimiento del informe anual del derecho de Acceso a la Información Pública

20. Base de datos de los informes de rendición de cuentas que se reciben en el CPCCS  

21. Actividades de formación en participación ciudadanía, control social y rendición de cuentas

22. Formación en derechos y mecanismos de participación, control social, transparencia  y lucha contra la corrupción a comunicadores y periodistas comunitarios

23. Capacitación dirigida a servidores públicos, sobre derechos y mecanismos de participación, interculturalidad y plurinacionalidad 

24. Capacitación a representantes de gobiernos locales en temas de control social, a nivel nacional

25. Programa de formación para policía comunitaria, malla curricular, material para el programa de formación, taller para presentar programa

26. Convenio de cooperación con ONU Mujeres para fortalecer capacidades en organizaciones sociales de las mujeres para incidencia pública y erradicación de la discriminación de género.
27. Diseño metodológico, propuesta y selección de servidores y servidoras que participaron en el Programa de Formación de Formadores para GADs parroquiales. 
28. Elaboración de material didáctico y contenidos para capacitación sobre participación ciudadana, transparencia y lucha contra la corrupción

29. Mecanismos de elección, exigibilidad de requisitos,  concurso, nombramiento y permanencia del personal de la Función Judicial determinados en Código Orgánico de la Función Judicial

30. Incorporación  de la Fiscalía General del Estado a la Función Judicial y sometimiento a las normas generales de selección de personal aplicables a la Función Judicial.

31. Reglamento Sustitutivo de Concursos de Méritos y Oposición impugnación ciudadana y control social para la selección de servidoras y servidores de la Función Judicial 
32. Instructivo para los Concursos de Méritos y Oposición, Impugnación ciudadana y control social, para la selección y designación del personal de la Fiscalía General del Estado
SECCIÓN I: AVANCES EN LA IMPLEMENTACIÓN DE LAS RECOMENDACIONES

A. PRIMERA RONDA DE ANÁLISIS:
1. RECOMENDACIÓN: 

3.1 Fortalecer los órganos de control superior, en lo concerniente a las funciones que desarrollan en relación con el control del efectivo cumplimiento de las disposiciones previstas en los numerales 1, 2, 4, y 11 de la Convención, con el objeto de asegurar la eficacia en dicho control, dotándolas con los recursos necesarios para el cabal desarrollo de sus funciones; procurando que cuenten para ello con un mayor apoyo; y estableciendo mecanismos que permitan la efectiva coordinación institucional de sus acciones, cuando corresponda, y una continua evaluación y seguimiento de las mismas.

MEDIDA ADOPTADA: 

El 15 de enero de 2013 la Instancia de Coordinación de la Función de Transparencia y Control Social (FTCS), en cumplimiento de su mandato constitucional establecido en el artículo 204 de la Constitución de la República, aprobó el Plan Nacional de Prevención y Lucha contra la Corrupción (PNPLC) 2013-2017, con el objetivo de promover la construcción de un “Sistema Nacional de Prevención y Lucha contra la Corrupción” que articule esfuerzos para la construcción de la política pública anti corrupción en el país. El Plan está fundamentado en los principios del Estado Constitucional de Derechos y Justicia y desarrolla una propuesta programática articulada al Plan Nacional del Buen Vivir 2009-2013.  
El Plan contempla un marco normativo, conceptual, un análisis de tipologías y un diagnóstico de la corrupción en el país, un direccionamiento estratégico con alcance y periodo de vigencia, la descripción de los objetivos estratégicos, políticas y estrategias, con los enfoques de igualdad que persigue la sociedad ecuatoriana, incluye los proyectos con los cuales las entidades que conforman la Función de Transparencia y Control Social, contribuyen a las actividades de prevención y lucha contra la corrupción y como proyectos prioritarios  dirigidos a motivar otros compromisos similares desde otros sectores del Estado y de la sociedad. Finalmente contempla procesos de seguimiento y evaluación  para retroalimentar al “Sistema Nacional de Prevención y Lucha contra la Corrupción”
Se resalta el proceso participativo consistente en varios debates regionales en los que se elaboró y socializó con la ciudadanía y las organizaciones sociales, la Política Pública de Participación Ciudadana, Control Social, Transparencia y Lucha contra la Corrupción preparada por el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social. En este espacio se recogieron los aportes y percepciones ciudadanas desde su conocimiento de la realidad en las localidades.

2. RECOMENDACIÓN: 

4.1 Fortalecer los mecanismos para garantizar el acceso a la información pública 

MEDIDAS ADOPTADAS: 

4.1 b) Realizar una evaluación de la utilización y efectividad de los mecanismos para el acceso a la información en poder o bajo el control de las instituciones públicas existentes en Ecuador, como instrumentos para prevenir la corrupción y, como resultado de dicha evaluación, considerar la adopción de medidas para promover, facilitar y consolidar o asegurar la efectividad de los mismos con dicho fin.
Para implementar la medida que antecede se han realizado acciones por parte de la Defensoría del Pueblo, entidad a la que corresponde asegurar el cabal cumplimiento de las responsabilidades previstas en la Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la Información Pública (LOTAIP), que pasamos a informar:

i. A fin de evaluar el cumplimiento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública (LOTAIP), la Defensoría del Pueblo elabora informes consolidados a nivel nacional, verifica que las entidades y organismos sujetos a esta Ley cumplan con difundir la información pública y patrocina acciones de acceso a la información pública.
ii. Al 31 de marzo del 2012 la Defensoría del Pueblo (DP),  receptó 2120 informes de las instituciones públicas correspondientes a marzo 2011-marzo 2012, lo cual representa el 388% más que el período anterior que fue de 545 informes. En 2010 se recibieron 121 informes.

iii. Al 2012 existió un considerable incremento en el cumplimiento por parte de las instituciones obligadas por la ley a presentar un  informe anual sobre el cumplimiento del derecho de acceso a la información pública, del 22.35% del año 2011 al 42.58% del 2012. Sin embargo es notorio el margen de instituciones que no cumplen con este mandato, es decir el 57.42%.

iv. Mediante Resolución de 18 de noviembre de 2011, publicada en el  Registro Oficial  579, la DP emitió parámetros para la presentación de la  información pública actualizada que deben presentar las instituciones obligadas por la LOTAIP y para la presentación del informe anual sobre el cumplimiento del derecho de acceso a la información pública. 

v. La DP elaboró formatos que facilitan a las instituciones la presentación de informes sobre: cumplimiento de obligaciones del año anterior previstas en la LOTAIP, detalle de las solicitudes de acceso a la información y el trámite dado a cada una de ellas, reporte de cada solicitud ingresada y tramitada y del informe semestral actualizado sobre el listado índice de información reservada
3. RECOMENDACIÓN: 

4.3.1 Fortalecer y continuar implementando mecanismos que alienten a las organizaciones de la sociedad civil y no gubernamentales a participar en la gestión pública, al igual que avanzar hacia la derogación de normas que puedan desestimular dicha participación.

4.4.1 Fortalecer y continuar implementando mecanismos que alienten a las organizaciones de la sociedad civil y no gubernamentales a participar en la gestión pública.

MEDIDAS ADOPTADAS: 

4.3.1a) Establecer mecanismos, adicionales a los existentes, para fortalecer la participación de las organizaciones de la sociedad civil y no gubernamentales en los esfuerzos para prevenir la corrupción y desarrollar la conciencia pública sobre el problema; y promover el conocimiento de los mecanismos de participación establecidos y su utilización. A este respecto, se sugiere considerar la posibilidad de que, previos los trámites correspondientes, el Proyecto de Ley de Control Social del Poder Público al que se alude en la sección 4.4.2 del capítulo II del presente informe, sea aprobado como ley por parte de la autoridad competente.

Como acciones que evidencian la implementación de la medida citada, se citan siguientes normas que desarrollan los preceptos constitucionales en materia de promoción de la participación ciudadana, en el Ecuador:

i. Ley de Participación Ciudadana

(Registro Oficial Suplemento 175 de 20 de abril de 2010)
Tiene por objeto  propiciar, fomentar y garantizar el ejercicio de los derechos de participación de las ciudadanas y los ciudadanos, colectivos, comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas, pueblos afroecuatoriano y montubio, y demás formas de organización lícitas, de manera protagónica, en la toma de decisiones, la organización colectiva autónoma y la vigencia de las formas de gestión pública con el concurso de la ciudadanía; instituir instancias, mecanismos, instrumentos y procedimientos de deliberación pública entre el Estado y la sociedad, para el seguimiento de las políticas públicas y la prestación de servicios públicos; fortalecer el poder ciudadano y sus formas de  expresión; y, sentar las bases para el funcionamiento de la democracia participativa, así como, de las iniciativas de rendición de cuentas y control social".

ii. Ley Orgánica del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social

(Registro Oficial Suplemento 22 de 09 de septiembre de 2009)

Regula la organización, funcionamiento y atribuciones del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social en la promoción de la participación ciudadana, el estímulo de los procesos de deliberación pública y la formación en ciudadanía, valores, transparencia y lucha contra la corrupción. 

iii. Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas de la República del Ecuador, Código de la Democracia
(Registro Oficial Suplemento 578 de 27 de abril de 2009)

Esta ley regula la participación popular en el ejercicio de la democracia directa para los procesos electorales y para la designación de las autoridades de los órganos de poder público, bajo los principios de diversidad, pluralismo ideológico y de igualdad de oportunidades. En el Capítulo Tercero relativo a las instituciones de democracia directa, señala el procedimiento y los requerimientos necesarios para la puesta en marcha de la enmienda constitucional, la reforma constitucional, la iniciativa normativa, el referéndum y consulta popular, y la revocatoria del mandato a través del Consejo Nacional Electoral. 
iv. Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización (COOTAD), (Registro Oficial Suplemento 303 de 19 de octubre de 2010)

En materia de participación y control, norma el ejercicio de las competencias que otorgan personería jurídica a las organizaciones sociales sin fines de lucro, en el marco del sistema nacional de organizaciones sociales, especialmente de los gobiernos autónomos descentralizados regionales; y que promueven la organización ciudadana y vigilancia de la ejecución de obras y calidad de servicios públicos en los gobiernos autónomos descentralizados parroquiales rurales para la consulta sobre estudios, evaluaciones de impacto social, toma de decisiones y vigilancia en temas de recursos naturales. Dispone que todos los gobiernos autónomos  descentralizados planifiquen el desarrollo y ordenamiento territorial con la participación protagónica de la ciudadanía, en conexión con el sistema nacional descentralizado de planificación participativa. Regula el funcionamiento de los consejos de planificación participativa en el proceso de formulación, seguimiento y evaluación de planes y prioridades estratégicas de desarrollo. Crea el sistema de participación ciudadana en cada nivel de gobierno para deliberar sobre las prioridades del desarrollo, participar en el ciclo de planificación y en las propuestas de inversión pública, en la elaboración de presupuestos participativos, definición de políticas públicas, coordinación temática y sectorial, fortalecimiento de la democracia local con mecanismos de transparencia, rendición de cuentas y control social, además de promover la participación y formación ciudadana. Garantiza la elaboración y adopción compartida de  decisiones, entre los diferentes niveles de gobierno y la ciudadanía, así como la gestión compartida y el control social de planes, políticas, programas y proyectos públicos, el diseño y ejecución de presupuestos participativos de los gobiernos. En virtud de este principio, se garantizan además la transparencia y la rendición de cuentas, de acuerdo con la Constitución y la ley.
v. Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas
(Registro Oficial Suplemento 306 de 22 de octubre de 2010)

Regula la coordinación de los mecanismos participativos para el funcionamiento del Sistema Nacional Descentralizado de Planificación Participativa, especialmente la participación ciudadana en la formulación de planes y políticas de nivel nacional, acogiendo los mecanismos de planificación participativa definidos por los gobiernos autónomos descentralizados. Regula la participación de los cuatro delegados de la sociedad civil en el Consejo Nacional de Planificación, y de los tres representantes de las instancias de participación en cada uno de los consejos de planificación de los gobiernos autónomos descentralizados. El código, además, norma la participación ciudadana en todas las fases del ciclo de planificación y de elaboración de políticas públicas, en relación con la inversión pública nacional y subnacional.

vi. Reglamento de Veedurías Ciudadanas

(Registro Oficial Suplemento 226 del 1 de julio de 2010)

Tiene por objeto regular la conformación, atribuciones, competencias y funcionamiento de las veedurías ciudadanas, que constituyen mecanismos de seguimiento, vigilancia, fiscalización y control social de la gestión pública, con el objeto de conocer, informarse, monitorear, opinar, presentar observaciones, previo, durante o posterior a su ejecución, así como exigir rendición de cuentas y contribuir al mejoramiento de la administración de lo púbico. No constituyen órganos ni dependencias de ninguna entidad del Estado, tienen carácter cívico, voluntario y proactivo. Su accionar debe ser objetivo e imparcial. Son de carácter temporal y se conforman de forma previa, simultánea o posterior a la ejecución de los actos del poder público o del sector privado a ser vigilados y se ejercen sin perjuicio de otros mecanismos o formas de control social.
vii. Cronograma de realización de los procesos y posterior entrega de informes de rendición de cuentas

El 23 de febrero de 2012 el CPCCS aprobó la Resolución Nº 07-169-2012-CPCCS por la cual  define el cronograma de realización de los procesos y posterior entrega de informes de rendición de cuentas a las entidades obligadas a presentarla y dispone la entrega del informe al Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, dentro de los treinta días posteriores a la rendición de cuentas, conforme las fechas fijadas, en observancia del Art. 12, segundo inciso, de la Ley Orgánica del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, para la verificación del cumplimiento y su consecuente difusión.
Además de las normas expedidas, constituyen importantes avances en la promoción de la participación ciudadana en la gestión de lo público:
i. Políticas Públicas de Participación, Control Social, Rendición de Cuentas, Transparencia y Lucha contra la Corrupción del CPCCS
En abril del 2012 el CPCCS aprobó estos instrumentos técnicos y políticos que contienen un conjunto  de objetivos, metas y estrategias ciudadanos y gubernamentales relativos al pleno ejercicio de los derechos de ciudadanía para el Buen Vivir, recurriendo a los espacios y mecanismos institucionalizados en la normativa de participación y creados en la acción colectiva por las personas, grupos y organizaciones para lograr el buen gobierno. Fueron construidas a través de 22 talleres regionales de consulta a la ciudadanía, organizaciones sociales, organizaciones de los pueblos y nacionalidades  y a funcionarios públicos de las diversas funciones del Estado para la elaboración de un diagnóstico y tipología territorial de participación. En el proceso participaron cerca de 5.000 personas. Tienen el propósito de promover iniciativas de participación,  deliberación pública, formación en ciudadanía, contribuir en la construcción de una cultura ética, monitorear desde el poder ciudadano, el ciclo de la gestión de lo público, realizar control social y demandar rendición de cuentas  en las diferentes Funciones del Estado y niveles de gobierno; asegurando una gestión transparente, eficaz y eficiente, equitativa e incluyente, mejorando la confianza ciudadana en las instituciones públicas.
ii. Ordenanza y resolución “tipo” que regulan el Sistema de Participación Ciudadana y Control Social de los gobiernos autónomos descentralizados

El 27 de junio de 2012 el CPCCS aprobó la “Ordenanza tipo” que regula el Sistema de Participación Ciudadana y Control Social de los gobiernos autónomos descentralizados GADs municipales, elaborado conjuntamente con la Asociación de Municipalidades del Ecuador (AME), que servirá para promover, conformar y normar el funcionamiento del sistema de Participación Ciudadana y Control Social de los GAD´s Municipales del país, que incluye mecanismos como: la silla vacía, rendición de cuentas, veedurías, audiencias públicas, cabildos populares y asambleas ciudadanas y plantea que los ciudadanos sean parte de la planificación local. 
A nivel de los gobiernos autónomos descentralizados parroquiales se encuentra en etapa de  elaboración el proyecto de “Resolución Tipo”  que regula el sistema de participación ciudadana, en coordinación con el Consejo Nacional de Gobiernos Descentralizados ¨Parroquiales Rurales del Ecuador CONAGOPARE y considerando las necesidades de los distintos territorios

iii. Promoción a la participación ciudadana

En el 2102 el CPCCS realizó  talleres y reuniones preparatorias para Asambleas, como espacios para recuperar la memoria histórica de participación así como para proponer nuevos mecanismos e instancias  que  además se encuentran  recogidas en la normativa  correspondiente. Como resultado se cuenta con 37 asambleas ciudadanas consolidadas; 26 comités de gestores para la conformación de las asambleas ciudadanas; y 37 sistemas de participación.
iv. Implementación de fondos concursables

Contribuye a garantizar que las organizaciones de hecho y de derecho  puedan incorporar sus propuestas y proyectos de participación ciudadana.  El CPCCS cuenta con un proyecto aprobado y priorizado por el organismo de planificación nacional (SENPLADES), con un Reglamento de aplicación y un manual de procedimiento elaborados.
iv. Acciones en materia de control social

Se conformaron durante  el año 2012 46 veedurías ciudadanas en los sectores educativo, financiero, medio ambiente, minería, salud, seguridad alimentaria, seguridad interna, transporte, derechos humanos y administración pública. El CPCCS, cuenta con una metodología y herramientas para la  conformación de observatorios ciudadanos. Se ejecutó  una veeduría Internacional para la reforma al Sistema Judicial del Ecuador, a cuyas recomendaciones se está dando el seguimiento respectivo.
v. Acciones en materia de rendición de cuentas

En el 2012 se diseñó de manera conjunta con la Defensoría del Pueblo, la “Guía para la rendición de cuentas y para el cumplimiento del informe anual del derecho de Acceso a la Información Pública. Se publicó un tiraje 5000 ejemplares. Se ingresó, registró y elaboró una base de datos de todos los informes de rendición de cuentas que se reciben en el CPCCS, de acuerdo con la normativa vigente. Además, se sube de manera permanente la información actualizada de manera mensual a la  página WEB del CPCCS, conforme lo exige la LOTAIP.  
Como mecanismo para la rendición de cuentas a la ciudadanía, el CPCCS ha implementado dos mecanismos de participación: la Asamblea Ciudadana y la Audiencia Pública.  La primera se aplicó en el 2012 a los Gobiernos Autónomos Descentralizados  provinciales, cantonales y Parroquiales;  segunda se aplicó a las diferentes funciones del estado, así como a las instituciones privadas que manejan fondos públicos e instituciones de interés público.  Los dos mecanismos usan la técnica de los foros ciudadanos en los que  la ciudadanía recepta el informe de Rendición de Cuentas de la institución, se realizan preguntas y respuestas acerca del informe presentado, se pasa después a un trabajo por mesas temáticas para analizar el informe y finalmente los participantes que representan a la ciudadanía presentan a las autoridades sus recomendaciones y sugerencias, las cuales se incorporan a la gestión institucional.

4. RECOMENDACIÓN: 

4.4.1 Fortalecer y continuar implementando mecanismos que alienten a las organizaciones de la sociedad civil y no gubernamentales a participar en la gestión pública.
MEDIDAS ADOPTADAS: 

4.4.1 b) Diseñar y poner en funcionamiento programas para difundir los mecanismos de participación en el seguimiento de la gestión pública y, cuando sea apropiado, capacitar y facilitar las herramientas necesarias a la sociedad civil y a las organizaciones no gubernamentales para utilizar tales mecanismos.

Se resaltan las acciones más relevantes realizadas por el CPCCS en el 2012, en relación a la medida citada:
i. Actividades de formación en participación ciudadanía, control social y rendición de cuentas dirigidas a 3494 ciudadanos/as, 2031 servidores/as y 1065 jóvenes.
ii. Se coordinaron actividades de formación en derechos y mecanismos de participación, control social, transparencia  y lucha contra la corrupción  con 50  comunicadores y periodistas comunitarios de las catorce nacionalidades indígenas del país. Estos eventos se orientaron a facilitar el acceso a información de las comunidades indígenas, montubias y afro ecuatorianas en las provincias de Pastaza, Cotopaxi, Chimborazo, Imbabura  y Manabí Carchi, Morona Santiago, Esmeraldas, Sucumbíos, Orellana y Santo Domingo de los Tsáchilas.
iii. Se realizaron actividades de capacitación dirigida a servidores públicos, sobre derechos y mecanismos de participación, interculturalidad y plurinacionalidad, con el objetivo de aportar al cambio actitudinal de los servidores y servidoras públicas para propiciar espacios de relacionamiento y diálogo intercultural. 

iv. Se capacitó a representantes de gobiernos locales en temas de control social, a nivel nacional con la Asociación de Municipalidades del Ecuador (AME) y el Consejo Nacional de Gobiernos Parroquiales del Ecuador (CONAGOPARE). 

v. Se definió un programa de formación para policía comunitaria, malla curricular diseñada, material para el programa de formación realizado y entregado a la Policía Comunitaria, taller con responsables provinciales de Policía Comunitaria para presentar programa.

vi. Se suscribió un convenio de cooperación con ONU Mujeres para fortalecer capacidades en organizaciones sociales de las mujeres para la incidencia pública y la erradicación de la discriminación de género.

vii. En coordinación con CONAGOPARE se realizó un diseño metodológico, propuesta y selección de servidores y servidoras que participaron en el Programa de Formación de Formadores para GADs parroquiales. El programa ha iniciado con el fortalecimiento de capacidades al equipo del CPCCS, y con encuentros interinstitucionales en el nivel nacional.
viii. Elaboración de material didáctico y contenidos para capacitación:

· Glosario básico de términos 
· Políticas públicas del CPCCS en lenguaje ciudadano
· Guía de presupuestos participativos
· Guía de implementación de mecanismos de participación ciudadana
· Guía sobre transparencia y lucha contra la corrupción
B. SEGUNDA RONDA DE ANÁLISIS:
1. RECOMENDACIÓN: 
1.1.3 Fortalecer los sistemas para la contratación de los funcionarios públicos en la Función Judicial. 

1.1.4 Fortalecer los sistemas para la contratación de los funcionarios públicos del Ministerio Público. 

MEDIDAS ADOPTADAS: 
i. La elección, exigibilidad de requisitos,  concurso, nombramiento y permanencia del personal de la Función Judicial, están determinados en Código Orgánico de la Función Judicial, publicado en el Registro Oficial Suplemento 544 de 09 de marzo de 2009, en aplicación de lo previsto en el artículo 170 de la Constitución de la República del 2008. El proceso de selección de personal, implica la ejecución de concursos públicos de méritos y oposición.
ii. A partir de la Constitución de la República de 2008, se incorpora a la Fiscalía General del Estado como órgano autónomo de la Función Judicial (a la época de formulación de la recomendación formaba parte del Ministerio Público), por lo que el ingreso de sus funcionarios se somete a las normas generales aplicables a la Función Judicial.

iii. El artículo 178 de la Constitución dota a la Función Judicial de un órgano de gobierno, administración, vigilancia y disciplina, el Consejo de la Judicatura, estando entre sus funciones previstas en el artículo 181, la dirección de los procesos de selección de jueces y demás servidores de la Función Judicial; su evaluación, ascensos y sanción, a través de procesos públicos y decisiones motivadas; elegir juezas y jueces de la Corte Nacional de Justicia. 
iv. El 11 de septiembre del 2012 el Consejo de la Judicatura expide la Resolución No. 108-2012 que contiene el Reglamento Sustitutivo de Concursos de Méritos y Oposición impugnación ciudadana y control social para la selección de servidoras y servidores de la Función Judicial 
v. Mediante Resolución No. 140-2012 el Consejo de la Judicatura emite el Instructivo para los Concursos de Méritos y Oposición, Impugnación ciudadana y control social, para la selección y designación del personal de la Fiscalía General del Estado, donde se detallan los procesos que se aplican en cada fase del concurso: verificación de idoneidad, legal, méritos, oposición, idoneidad psicológica e impugnación ciudadana.
